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ción, edificios de servicios industríales, almacenamiento de productos 
terminados y otras obras vinculadas al proyecto.

- Bienes de equipo en: Maquinaría de proceso, servicios de electrici­
dad, generadores térmicos suministro de agua potable, elementos de 
transporte interior, vehículos especiales de transporte exterior, equipos 
de medida y control, instalaciones de seguridad, depuración de aguas 
residuales, medios de protección del medio ambiente y otros bienes de 
equipo ligados al proyecto.

- Trabajos de planificación, ingeniería de proyecto y de dirección 
facultativa de los trabajos.

- Otras inversiones en activos fijos materiales.
- Investigación y desarrollo (I + D) que realice la propia empresa, y 

otros activos intangibles ligados a la inversión solicitada en cuantía no 
superior al 20 por 100 de la inversión total aprobada para el proyecto.

2. A los efectos del último inciso del apartado 2 del ya citado 
artículo 10 del Reglamento, las inversiones que se efectúen mediante 
fórmulas de pago aplazado o de arrendamiento financiero («leasing»), 
únicamente podrán ser aprobadas si, en el momento de presentar la 
correspondiente solicitud de los incentivos, por parte del solicitante se 
asume la obligación de comprar los activos dentro del período de 
vigencia de los incentivos regionales, entendido éste como el plazo 
establecido para la ejecución del proyecto y el cumplimiento de las 
condiciones que procedan, en la correspondiente resolución individual 
de notificación de los beneficios concedidos.

3. En ningún caso se incluirá entre los conceptos de inversión sobre 
los que puedan concederse incentivos regionales el IVA recuperable.

Art. 10. Para la valoración de proyectos que cumplan los requisitos 
establecidos en las disposiciones vigentes se utilizarán los criterios 
siguientes:

- La cuantía de la subvención guardará relación con la cuantía total 
de la inversión aceptada, con el número de puestos de trabajo creados 
y con la clase de proyecto de que se trate (de primer establecimiento, o 
de ampliación, modernización o traslado).

- Se valorará especialmente la utilización de factores productivos de 
la zona, la tasa de valor añadido y, en su caso, el incremento de 
productividad, la incorporación al proyecto de tecnología avanzada y el 
carácter dinamizador del proyecto para la economía de la zona.

- Al ser toda la zona definida como prioritaria, el porcentaje de 
subvención que correspondería por la aplicación de los criterios anterio­
res, se incrementará en un 20 por 100, respetando siempre el límite 
máximo determinado en el artículo 2° de este Real Decreto. El 
porcentaje final que resulte se redondeará a un número entero.

Art. 11. Las funciones previstas en el artículo 23.1 y disposiciones 
concordantes del citado Reglamento serán asumidas por la Delegación 
del Gobierno en Melilla, en tanto no se cumplan las previsiones de la 
disposición transitoria quinta de la Constitución Española.

Art. 12. El procedimiento de administración y gestión de los 
incentivos regionales será el previsto en los capítulos V a VIII del Real 
Decreto 1535/1987, de 11 de diciembre, y en las disposiciones que, con 
carácter general, dicte el Ministro de Economía y Hacienda a este efecto, 
con las siguientes particularidades:

- El solicitante deberá declarar las ayudas públicas que haya 
solicitado u obtenido para el mismo proyecto, tanto al iniciarse el 
expediente como en cualquier momento procedimental en que ello se 
produzca.

- La resolución individual de concesión o denegación de incentivos 
económicos regionales será notificada al interesado por la Dirección 
General de Incentivos Económicos Regionales a través de la Delegación 
del Gobierno en Melilla.

- El órgano gestor de la Delegación del Gobierno en Melilla podrá 
aceptar modificaciones en las distintas partidas presupuestarias de la 
inversión incentivable siempre que la modificación, en más o en menos, 
no rebase el 10 por 100 de cada partida y que ello no suponga variación 
en la cuantía total de la inversión incentivable.

- Para dar cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 33 del Real 
Decreto 1535/1987, de 11 de diciembre, semestralmente la Delegación 
del Gobierno en Melilla remitirá a la Dirección General de Incentivos 
Económicos Regionales un informe del desarrollo de los proyectos, al 
objeto de que ésta pueda vigilar la adecuada aplicación de los incentivos 
regionales y a fin de facilitar al Consejo Rector información periódica 
sobre las ayudas.

DISPOSICION TRANSITORIA

No obstante lo dispuesto en la disposición final tercera, los expedien­
tes en tramitación en el polígono de preferente localización industrial de 
Melilla, continuarán rigiéndose por las disposiciones a cuyo amparo se 
solicitaron y por las que sean de general aplicación en dicho polígono.

DISPOSICIONES FINALES

Primera.-Se autoriza al Ministro de Economía y Hacienda para 
dictar las disposiciones necesarias en desarrollo y ejecución de este Real 
Decreto, así como para modificar los límites cuantitativos previstos en

el artículo 7.° 1, párrafos a), b) y c), cuando las circunstancias lo 
aconsejen.

Segunda.-El presente Real Decreto entrará en vigor al día siguiente 
de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado». :

Tercera.-Queda cerrado el plazo para la presentación de nuevas 
solicitudes a los beneficios del polígono de preferente localización 
industrial de Melilla por lo que a estos efectos, y por lo que se refiere 
exclusivamente al territorio de Melilla, se derogan las disposiciones 
siguientes:

Real Decreto 1415/1981, de 5 de junio; Real Decreto 2476/1985, de 
27 de diciembre, y cualquier otra disposición de igual o inferior rango 
que se oponga al contenido del presente Real Decreto.

Dado en Madrid a 30 de septiembre de 1988.

JUAN CARLOS R.

El Ministro de Economía y Hacienda,
CARLOS SOLCHAGA CATALAN

23077 REAL DECRETO 1130/1988, de 30 de septiembre, de 
delimitación de la Zona de Promoción Económica de 
Ceuta.

Una vez sentadas las líneas maestras de la reforma del sistema de 
Incentivos Regionales por la Ley 50/1985, de 27 de diciembre, y el 
Reglamento que la desarrolla, aprobado por el Real Decreto 1535/1987, 
de 11 de diciembre, es llegado el momento de utilizar este nuevo 
instrumento de desarrollo regional mediante la delimitación de una zona 
que abarca el territorio de la ciudad de Ceuta.

Teniendo en cuenta la situación económica y social de la región, así 
como la delimitación de zonas asistidas con finalidad regional aceptada 
por la Comisión de la Comunidad Europea, se ha considerado que el 
régimen de incentivos regionales aplicables a este territorio debe ser el 
previsto por la normativa vigente para las Zonas de Promoción 
Económica de Tipo I, en tanto subsista la calificación aceptada por la 
Comunidad Económica Europea, pudiendo variar si ésta se modifica. 
El límite máximo de la subvención que será aplicable a un deter­
minado proyecto aceptado en dichas Zonas de Promoción Económica 
de Tipo I, será el 50 por 100 del total de la inversión, sin sobrepasar los 
topes máximos por acumulación previstos legalmente.

Con este nuevo sistema de incentivos regionales, que quiere ser más 
agil y coordinado con los demás instrumentos de política de desarrollo 
económico regional, se pretende potenciar una distribución más armó­
nica y equilibrada de las actividades económicas dentro de Ceuta para 
ir reduciendo las diferencias que existen respecto de otros territorios del 
Estado e incidir en el desarrollo de su potencial endógeno.

En virtud de todo elló, cumplidas las actuaciones del Consejo Rector 
previstas en el artículo 5.° 1, del Real Decreto 1535/1987, de 11 de 
diciembre, y de conformidad con lo establecido en la Ley 50/1985, de 
27 de diciembre, y en el citado Real Decreto, a propuesta del Ministro 
de Economía y Hacienda y previa deliberación del Consejo de Minis­
tros, en su reunión del día 30 de septiembre de 1988,

DISPONGO:

Artículo l.° Con arreglo a lo dispuesto en el Real Decre­
to 1535/1987, de 11 de diciembre, por el que se aprueba el Reglamento 
de la Ley 50/1985, de 27 de diciembre, se crea la Zona de Promoción 
Económica de Ceuta, que comprende el territorio de dicha ciudad, todo 
él con carácter prioritario.

Art. 2.° 1. Los incentivos regionales que podrán concederse en
dicha zona no podrán sobrepasar el porcentaje máximo del 50 por 100 
sobre la inversión aprobada.

2. Ningún proyecto que se acoja a los incentivos regionales en 
virtud de este Real Decreto podrá recibir otras ayudas financieras, 
cualquiera que sea su naturaleza y el órgano o administración que las 
conceda, excepto las que se deduzcan del artículo 16 del Real Decre­
to 1535/1987, de 11 de diciembre, que, acumuladas a las previstas en la 
presente normativa, sobrepasen los límites sobre concurrencia de ayudas 
financieras a que hace referencia el artículo 14 de! citado Real Decreto 
para las Zonas de Tipo I.

Art. 3.° Los objetivos que se pretenden conseguir con la creación de 
la Zona de Promoción Económica de Ceuta son los siguientes:

- Corregir los desequilibrios económicos y sociales de Ceuta en 
términos de renta y paro.

- Impulsar el potencial de desarrollo endógeno, favoreciendo las 
actividades con incidencia positiva en la balanza exterior de bienes y 
servicios.

- Favorecer un desarrollo armónico intensificando las acciones en el 
sector servicios e industrial y de artesanado.

- Fomentar la iniciativa empresarial de forma compatible con la 
preservación del medio ambiente, otorgando apoyo especialmente a las
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pequeñas y medianas empresas y coordinando las políticas existentes en 
materia de fomento de la actividad económica.

Art. 4.° El plazo de vigencia de la presente Zona de Promoción 
Económica, a los efectos de solicitar las ayudas financieras que se 
determinan en este Real Decreto, se inicia con la entrada en vigor del 
mismo, y terminará cuando lo determine el Gobierno, a la vista de los 
resultados que se logren y el grado de cumplimiento de los objetivos 
previstos.

Art. 5.° Los incentivos regionales que podrán concederse en la 
presente zona a los solicitantes que realicen proyectos de inversión y 
cumplan los requisitos exigidos en el Reglamento aprobado por Real 
Decreto 1535/1987, de 11 de diciembre, y en el presente Real Decreto 
de Delimitación, consistirán en subvenciones a fondo perdido sobre la 
inversión aprobada.

Art. 6.° 1. A los efectos previstos en el artículo 7 del Reglamento 
aprobado por Real Decreto 1535/1987, de 11 de diciembre, serán 
sectores promocionables los siguientes:

- Industrias extractivas y transformadoras especialmente las que 
apliquen tecnologías avanzadas o utilicen energías alternativas.

- Industrias agroalimentarias, de acuicultura y de transformación y 
conserva de productos pesqueros, respetando los criterios sectoriales 
establecidos en el Real Decreto 1462/1986, de 13 de junio.

- Actividades artesanales.
- Servicios de apoyo industrial y los que mejoren significativamente 

las estructuras comerciales.
- Establecimientos de alojamiento hotelero o de turismo rural, 

campamentos de turismo e instalaciones complementarias de ocio de 
especial interés, y otras ofertas turísticas especializadas de relevancia 
para el desarrollo de la zona.

2. Se considerarán sectores excluidos los no citados en el párrafo 
anterior. No obstante, se faculta a los órganos competentes previstos en 
el artículo 27 del Reglamento aprobado por Real Decreto 1535/1987, de 
11 de diciembre, para que, excepcionalmente y previo informe del 
Consejo Rector, puedan conceder incentivos regionales a proyectos que, 
no estando incluidos en los sectores anteriormente mencionados, 
contribuyan de una forma significativa al logro de los objetivos citados 
en el artículo 3 de este Real Decreto.

En todo caso, se tendrán muy en cuenta las normas y criterios de la 
CEE vigentes para los sectores textil y confección, fibras sintéticas, 
siderurgia, construcción naval y cualquier otro que pueda considerarse 
sensible.

3. Por acuerdo del Consejo Rector se podrán establecer restriccio­
nes sobre actividades incluidas en los sectores promocionables conforme 
a las directrices de política económica.

Art. 7.° 1. Podrán concederse los incentivos regionales en la Zona
de Promoción Económica de Ceuta a las empresas solicitantes que 
realicen proyectos de inversión de los siguientes tipos y dimensiones:

a) Proyectos de creación de nuevos establecimientos, tal como se 
definen en el artículo 8.2 del Reglamento, con una inversión aprobada 
superior a 15.000.000 de pesetas, siempre que generen nuevos puestos 
de trabajo.

b) Proyectos de ampliación, tal como se definen en el artículo 8.3 
del Reglamento con una inversión aprobada cuya cuantía sea significa­
tiva en relación con el activo material neto de la empresa y, en todo 
caso, superior a 15.000.000 de pesetas, siempre que supongan un 
incremento de la capacidad de producción y generen nuevos puestos de 
trabajo.

c) Proyectos de modernización cuya inversión aprobada sea signifi­
cativa en relación con el activo material neto de la empresa, que deberá 
ser, en todo caso, igual o superior a 45.000.000 de pesetas, siempre que 
supongan un incremento sensible de la productividad, impliquen la 
adquisición de maquinaria tecnológicamente avanzada y se mantenga el 
nivel de empleo.

2. También podrán concederse incentivos regionales en los casos 
de proyectos de traslado, tal y como se definen en el artículo 8.4 del 
Reglamento de la Ley 50/1985, siempre que se realicen nuevas inversio­
nes que supongan, como mínimo, doblar el valor de los activos fijos 
materiales netos en el momento de la presentación de la solicitud.

Los costes de desmontaje, traslado y montaje de las instalaciones se 
considerarán inversiones incentivables a los efectos de! artículo 9.° de 
este Real Decreto.

Art. 8.° 1. Los proyectos de inversión que pretendan acogerse a
los beneficios previstos en esta Zona de Promoción Económica deberán 
cumplir además los siguientes requisitos:

- Ser viables técnica, económica y financieramente.
- Autofinanciarse al menos en un 30 por 100 de su inversión 

aprobada. Dependiendo de cada proyecto podrá exigirse un porcentaje 
superior.

- No haberse iniciado la inversión antes de solicitar los incentivos 
regionales.

2. Asimismo, los proyectos a los que se concedan incentivos 
regionales en esta zona deberán obtener la autorización prevista en la 
disposición final primera del Reglamento de ejecución de la Ley 8/1975, 
de zonas e instalaciones de interés para la defensa nacional. En el caso 
de que no se obtenga dicha autorización quedará sin efecto la concesión 
de tales incentivos regionales.

Art. 9.° 1. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 10 del
Real Decreto 1535/1987, de 11 de diciembre, podrán considerarse 
inversiones incentivables las realizadas dentro de los siguientes con­
ceptos:

- Adquisición de los terrenos necesarios para la implantación del 
proyecto.

- Traídas y acometidas de servicios.
- Urbanización y obras exteriores adecuadas a las necesidades del 

proyecto.
- Obra civil en: Oficinas, laboratorios, servicios sociales y sanitarios 

del personal, almacenamiento de materias primas, edificios de produc­
ción, edificios de servicios industriales, almacenamiento de productos 
terminados y otras obras vinculadas al proyecto.

- Bienes de equipo en: Maquinaria de proceso, servicios de electrici­
dad, generadores térmicos, suministro de agua potable, elementos de 
transporte interior, vehículos especiales de transporte exterior, equipos 
de medida y control, instalaciones de seguridad, depuración de aguas 
residuales, medios de protección del medio ambiente y otros bienes de 
equipo ligados al proyecto.

- Trabajos de planificación, ingeniería de proyecto y de dirección 
facultativa de los trabajos.

- Otras inversiones en activos fijos materiales.
- Investigación y desarrollo (I + D) que realice la propia empresa, y 

otros activos intangibles ligados a la inversión solicitada en cuantía no 
superior al 20 por 100 de la inversión total aprobada para el proyecto.

2. A los efectos del último inciso del apartado 2 del ya citado 
artículo 10 del Reglamento, las inversiones que se efectúen mediante 
fórmulas de pago aplazado o de arrendamiento financiero («leasing»), 
únicamente podrán ser aprobadas si, en el momento de presentar la 
correspondiente solicitud de los incentivos, por parte del solicitante se 
asume la obligación de comprar los activos dentro del período de 
vigencia de los incentivos regionales, entendido éste como el plazo 
establecido para la ejecución del proyecto y el cumplimiento de las 
condiciones que procedan, en la correspondiente resolución individual 
de notificación de los beneficios concedidos.

3. En ningún caso se incluirá entre los conceptos de inversión sobre 
los que puedan concederse incentivos regionales el IVA recuperable.

Art. 10. Para la valoración de proyectos que cumplan los requisitos 
establecidos en las disposiciones vigentes se utilizarán los criterios 
siguientes:

- La cuantía de la subvención guardará relación con la cuantía total 
de la inversión aceptada, con el número de puestos de trabajo creados 
y con la clase de proyecto de que se trate (de primer establecimiento, o 
de ampliación, modernización o traslado).

- Se valorará especialmente la utilización de factores productivos de 
la zona, la tasa de valor añadido y, en su caso, el incremento de 
productividad, la incorporación al proyecto de tecnología avanzada y el 
carácter dinamizador del proyecto para la economía de la zona.

- Al ser toda la zona definida como prioritaria, el porcentaje de 
subvención que correspondería por la aplicación de los criterios anterio­
res, se incrementará en un 20 por 100, respetando siempre el límite 
máximo determinado en el artículo 2.° de este Real Decreto. El 
porcentaje final que resulte se redondeará a un número entero.

Art. 11. Las funciones previstas en el artículo 23.1 y disposiciones 
concordantes del citado Reglamento serán asumidas por la Delegación 
del Gobierno en Ceuta, en tanto no se cumplan las previsiones de la 
disposición transitoria quinta de la Constitución Española.

Art. 12. El procedimiento de administración y gestión de los 
incentivos regionales será el previsto en los capítulos V a VIII del Real 
Decreto 1535/1987, de 11 de diciembre, y en las disposiciones que, con 
carácter general, dicte el Ministro de Economía y Hacienda a este efecto, 
con las siguientes particularidades:

- El solicitante deberá declarar las ayudas públicas que haya 
solicitado u obtenido para el mismo proyecto, tanto al iniciarse el 
expediente como en cualquier momento procedimental en que ello se 
produzca.

- La resolución individual de concesión o denegación de incentivos 
económicos regionales será notificada al interesado por la Dirección 
General de Incentivos Económicos Regionales a través de la Delegación 
del Gobierno en Ceuta.

- El órgano gestor de la Delegación del Gobierno en Ceuta podrá 
aceptar modificaciones en las distintas partidas presupuestarias de la 
inversión incentivable siempre que la modificación, en más o en menos, 
no rebase el 10 por 100 de cada partida y que ello no suponga variación 
en la cuantía total de la inversión incentivable.
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- Para dar cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 33 del Real 
Decreto 1535/1987, de 11 de diciembre, semestralmente la Delegación 
del Gobierno en Ceuta remitirá a la Dirección General de Incentivos 
Económicos Regionales un informe del desarrollo de los proyectos, al 
objeto de que ésta pueda vigilar la adecuada aplicación de los incentivos 
regionales y a fin de facilitar al Consejo Rector información periódica 
sobre las ayudas.

DISPOSICIONES FINALES

Primera.-Se autoriza al Ministro de Economía y Hacienda para 
dictar las disposiciones necesarias en desarrollo y ejecución de este Real 
Decreto, así como para modificar los límites cuantitativos previstos en 
el artículo 7.° 1, párrafos a), b) y c), cuando las circunstancias lo 
aconsejen.

Segunda.-El presente Real Decreto entrará en vigor al día siguiente 
de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Dado en Madrid a 30 de septiembre de 1988.

JUAN CARLOS R.
El Ministro de Economía y Hacienda,

CARLOS SOLCHAGA CATALAN

23078 RESOLUCION de 30 de septiembre de 1988, de la Subse­
cretaría, por la que se ordena la publicación del Acuerdo de 
la Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos Econó­
micos, del día 15 de septiembre de 1988, por el que se 
determina la renta equivalente establecida por la disposi­
ción adicional de la Ley 45/1985, de 23 de diciembre, y 
desarrollada por Real Decreto 651/1988, de 24 de junio, 
sobre productos petrolíferos monopolizados importados a 
consumo.

La Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos Económicos, en 
su reunión del día 15 de septiembre de 1988, aprobó el siguiente 
Acuerdo:

Acuerdo por el que se determina la renta equivalente establecida por 
la disposición adicional de la Ley 45/1985, de 23 de diciembre, y 
desarrollada por Real Decreto 651/1988, de 24 de junio, sobre productos 
petrolíferos monopolizados importados a consumo.

El mencionado Acuerdo se publica como anexo de esta Resolución.

Madrid, 30 de septiembre de 1988.-El Subsecretario, Enrique Martí­
nez Robles.

ANEXO
Acuerdo por el que se determina la renta equivalente establecida por la 
disposición adicional de la Ley 45/1985, de 23 de diciembre, y desarro­
llada por Real Decreto 651/1988, de 24 de junio, sobre productos 

petrolíferos monopolizados importados a consumo

Primero.-Fijar, para los productos que se indican, la renta equiva­
lente en las siguientes cuantías:

Producios
Péselas

por
metro cúbico

Gasolina sin plomo ............. 3.961
Gasolina 97 I. O..................... 1.959
Gasolina 92 I. O..................... 846
Gasóleos A y B .................... 6.489

Segundo.-Los mencionados valores de la renta equivalente serán 
aplicables a partir de la fecha de su publicación en el «Boletín Oficial del 
Estado».

MINISTERIO 
DE OBRAS PUBLICAS 

Y URBANISMO
23079 REAL DECRETO 1131/1988, de 30 de septiembre, por el 

que se aprueba el Reglamento para la ejecución del Real 
Decreto Legislativo 1302/1986, de 28 de junio, de Evalua­
ción de Impacto Ambiental.

La Evaluación de Impacto Ambiental constituye una técnica singular 
e innovadora en nuestro país, cuya operatividad y validez como 
instrumento para la preservación de los recursos naturales y defensa del

medio ambiente están recomendadas por Organismos internacionales 
tales como PNUMA, OCDE, CEPE, CEE y viene avalada por la 
experiencia acumulada en países desarrollados que la han aplicado, 
incorporada a su ordenamiento jurídico desde hace años.

De estas experiencias se deduce que la Evaluación de Impacto 
Ambiental, lejos de ser un freno al desarrollo y al progreso, supone y 
garantiza una visión más completa e integrada de las actuaciones sobre 
el medio en que vivimos, una mayor creatividad e ingenio, mayor 
responsabilidad social en los proyectos, la motivación para investigar en 
nuevas soluciones tecnológicas y, en definitiva, una mayor reflexión en 
los procesos de planificación y de toma de decisiones.

Es principio constante en todos los programas de acción de la 
Comunidad Europea en materia de medio ambiente la consecución del 
objetivo de evitar en los orígenes las perturbaciones y contaminaciones 
que puedan derivarse del ejercicio de ciertas actividades, más que 
combatir los efectos negativos que producen; para ello es preciso tener 
encuenta a priori las incidencias que puedan derivarse de los procesos 
técnicos de planificación y de decisión, de tal manera que no se ejecute 
ninguna actividad que conlleve incidencias notables, sin que previa­
mente se haya realizado un estudio evaluatorio de las mismas.

Este principio se ha incorporado al Tratado Constitutivo de la CEE 
mediante el Acta Unica Europea al introducir el artículo 130R que, en 
su punto 2, establece: «La acción de la Comunidad en lo que respecta 
al medio ambiente se basará en los principios de acción preventiva y de 
corrección, preferentemente en la fuente misma, de los ataques al medio 
ambiente». El punto 4 del citado artículo establece que «sin perjuicio de 
determinadas medidas de carácter comunitario, los Estados miembros 
asumirán la financiación y la ejecución de las demás medidas», después 
de establecer que los objetivos de la Comunidad en materia de medio 
ambiente (conservar, proteger y mejorar la calidad del medio ambiente, 
contribuir a la protección de la salud de las personas y garantizar una 
utilización prudente y racional de los recursos naturales) han de 
conseguirse por los Estados, y sólo cuando la actuación de la Comunidad 
permita esa consecución en mejores condiciones, se actuará en el plano 
comunitario.

El Consejo de la Comunidad ha regulado en la Directiva 85/337/CEE 
la forma y amplitud con que han de realizarse los estudios de evaluación 
del impacto ambiental de ciertas obras públicas y privadas. La norma, 
en la que se recoge el principio antes citado, establece que el estudio de 
impacto ha de realizarse sobre la base de una información exhaustiva de 
los efectos que los proyectos pueden tener sobre el medie ambiente; 
información que no sólo ha de ser proporcionada por el titular del 
proyecto sino que ha de ser completada por las autoridades y por el 
público susceptible de ser afectado por el proyecto.

La incorporación al ordenamiento intemo español de la ya citada 
Directiva se ha producido mediante el Real Decreto Legislativo 
1302/1986, de 28 de junio, de Evaluación de Impacto Ambiental, que 
establece la obligación de someter a evaluación de impacto los proyectos 
que en el mismo se recogen como anexo, mediante la realización de un 
estudio del indicado impacto con el contenido que se señala, y con la 
obligación de ser sometido a información pública y demás informes que 
se establezcan.

En el ordenamiento intemo español, la Constitución, en su 
artículo 45, impone a los poderes públicos la defensa del medio 
ambiente, y en su artículo 9 les exige asimismo que faciliten y posibiliten 
la participación de todos los ciudadanos en la vida económica, cultural 
y social; este doble mandato constitucional implica, en la línea expuesta 
por la Comunidad, que en materia de medio ambiente, se ha de prevenir 
como mejor defensa y los sistemas de prevención han de ser elaborados 
sobre la base de una amplia participación.

Teniendo presentes los principios comunitarios junto al espíritu 
recogido en la Constitución; en cumplimiento de lo ordenado en la 
misma y, en uso de la facultad concedida por el citado Real Decreto 
Legislativo 1302/1986, se dicta el presente Reglamento que, en su 
contenido de legislación de desarrollo de la normativa básica establecida 
en aquél, será directamente aplicable a la Administración del Estado y 
a las de las Comunidades Autónomas que carezcan de competencia 
legislativa en materia de medio ambiente, así como, con carácter 
supletorio, a aquellas que la tengan atribuida en sus respectivos 
Estatutos de Autonomía.

El Reglamento se estructura en cuatro capítulos. El capítulo primero 
comprende disposiciones generales definitorias del objeto y ámbito de 
aplicación. El capítulo segundo desarrolla el procedimiento de evalua­
ción de impacto ambiental; concibe la evaluación como un proceso que 
se inicia con la definición genérica del proyecto que se pretende realizar 
y culmina con la Declaración de Impacto que formula el órgano 
ambiental, en la que se recogen las condiciones que deben establecerse 
en orden a la adecuada protección del medio ambiente y los recursos 
naturales. La evaluación se realiza sobre la base de un estudio de 
impacto cuyo contenido se especifica, y para cuya elaboración se cuenta 
con la máxima información que le será suministrada al titular del 
proyecto y responsable de la realización del estudio, por la Administra­
ción, quien la podrá obtener de personas, Instituciones cualificadas y 
Administraciones Públicas, previa consulta sobre los extremos del 
proyecto que a su juicio pueden tener incidencia medioambiental. 
Realizado el estudio, éste, conjunta o separadamente del proyecto, según


